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En Monterrey, Nuevo León, a 6-seis de noviembre de 2025-dos mil 
veinticinco, se procede a plasmar por escrito la sentencia definitiva dictada en el juicio 
oral deducido de la carpeta judicial número **********/**********, que se inició y se sigue 
en oposición de **********, por hechos constitutivos de los delitos de equiparable a la 
violación, violación y violencia familiar; derivado del fallo adoptado por el Tribunal 
Unitario de enjuiciamiento en fecha 30-treinta de octubre del mismo año. 

1. Sujetos procesales. 

 

Acusado ********** 

Defensa Particular Licenciado ********** 

Víctima ********** 

Asesoría Jurídica Pública 
de la Comisión Ejecutiva 
Estatal de Atención a 
Víctimas 

Licenciada********** 

Ministerio Público Licenciada ********** 

 
2. Audiencia de juicio a distancia. 

Cabe destacar que en la audiencia de juicio una parte de los sujetos procesales 
estuvieron enlazados a través de videoconferencia, por medio del uso de la herramienta 
tecnológica denominada “Microsoft Teams”, lo cual les permitió presenciar en tiempo real 
y directo el desarrollo de la audiencia juicio; lo anterior fue realizado así con fundamento 
en lo establecido en el artículo 51 del Código Nacional de Procedimientos Penales, y 
siguiendo los lineamientos de los acuerdos generales conjuntos emitidos por los Plenos 
del Tribunal Superior de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Estado, en los que 
se autoriza la celebración de la audiencia a distancia, es decir, a través de la 
comparecencia de las partes, abogados, testigos y cualquier otro interviniente, por 
videoconferencia, habilitándose el uso de la herramienta tecnológica antes establecida.  

Lo anterior, toda vez que se considera que el uso de dicho medio tecnológico 
privilegia el derecho de las partes procesales a la administración de justicia de manera 
pronta y expedita, a que hace alusión al artículo 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Aunado a que se respetan los principios consagrados en el 
artículo 20 Constitucional, bajo los cuales se rige el sistema de justicia penal, y con 
soporte en la tesis con número de registro digital 2023083, pues la presente diligencia 
garantizará el principio de inmediación, la verificarse de manera personal y directa por el 
Juzgador, y a que el uso de videoconferencia permite la transmisión en tiempo real de 
audio, video y datos, mantener comunicación activa, percibiendo las imágenes y sonido 
del interlocutor en el momento propio que se producen, así como los elementos que 
acompañan la expresión verbal del declarante, como es el manejo del tono, volumen o 
cadencia de la voz, pausas, titubeos, además de los elementos paralingüísticos. 
Asimismo, dicho juicio fue realizado con fundamento en el Acuerdo General conjunto 
13/2020-II, de los plenos del Tribunal Superior de Justicia y del Consejo de la Judicatura 
del Estado de Nuevo León. 

3. Competencia. 
 

Esta autoridad judicial es competente para conocer y resolver el presente asunto 
de manera unitaria, toda vez que los hechos delictivos que dieron origen a esta causa 
fueron clasificados como constitutivos de los delitos de equiparable a la violación, 
violación y violencia familiar, cometidos en el año ********** en el Estado de Nuevo 
León, donde esta autoridad tiene jurisdicción, y le son aplicables las reglas 
procedimentales establecidas en el Código Nacional de Procedimientos Penales; de 
conformidad con los artículos 21 tercer párrafo, de la Constitución Política de los Estados 



Unidos Mexicanos; 94 de la Constitución Política del Estado de Nuevo León; 20 fracción 
I y 133 fracción II, del Código Nacional de Procedimientos Penales; 2 fracción X, 31 
fracción IX, 33 Bis fracción V y 36 Bis 2, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado; 
así como los acuerdos generales números 23/2011 en relación al 22/2017 del Pleno del 
Consejo de la Judicatura del Estado de Nuevo León, además del diverso acuerdo 
21/2019 emitido por dicho Pleno el nueve de agosto de dos mil diecinueve, que reforma 
el diverso acuerdo 17/2018, en el que se determinó los juicios que serán resueltos de 
forma unitaria o colegiada dentro del sistema penal acusatorio. 

4. Planteamiento del caso. 

En data 18 de enero de 2025 se emitió el auto de apertura a juicio en el cual 
quedó establecido como hecho de acusación de la Fiscalía el siguiente: 

“Siendo el día ********** de ********** del año **********, siendo aproximadamente 
las **********horas, la pasivo **********se encontraba en el domicilio conyugal ubicado en 
la calle **********, numero ********** letra **********, en su cruce con la calle **********, en 
la colonia **********en **********, Nuevo León, se encontraba en su recamara alimentando 
a su menor hijo de ******* meses de edad, ahí también se encontraba el ahora acusado, 
quien se acerca con su pareja y le dice “TERMINA DE DORMIR AL NIÑO PARA QUE 
ME LA CHUPES”, la pasivo le dice que no, que no le gusta eso pero el acusado le 
responde “YA TE DIJE PENDEJA, SI NO YA SABES” la pasivo le vuelve a decir que no 
pero el acusado se despoja de su ropa se acerca a ella y le acerca su miembro viril a la 
cara y le refiere “ENTONCES ME LO VAS A HACER AUNQUE LE ESTÉS DANDO DE 
COMER, YA TE DIJE QUE ME LA CHUPES, SI NO AHORITA QUE TERMINES TE LO 
VOY A HACER POR EL CULO” introduciendo en ese momento su miembro viril en la 
boca de la pasivo, después la agarra por la parte de atrás del cuello y le dice que se 
ponga de pie y que lo haga bien, la despoja de su short y la pantaleta que ella vestía y 
la obliga a hincarse y nuevamente el acusado le introduce su miembro viril en la boca de 
la pasivo, jalándola del cabello, haciendo su cabeza hacia adelante y hacia atrás, por 
aproximadamente cinco minutos, después el acusado saca su miembro viril de la boca  
de la pasivo y la jala de su brazo izquierdo y la empuja a la cama, quedando ella con la 
mitad de su cuerpo por encima de la cama, el acusado se recarga sobre la espalda de 
la pasivo y le impone copula vía anal, es decir, el acusado introduce su pene en el ano 
de la pasivo, hacia esto mientras le tapaba la boca apretándola con su mano izquierda, 
la pasivo como puede le dice que la suelte que le duele, esto mientras ella se encontraba 
llorando pero el acusado hace caso omiso a las peticiones y continua penetrándola por 
aproximadamente diez minutos para después eyacular en el ano de la pasivo, después 
el acusado deja de empujarla y le pide de cenar, la pasivo por temor le hace caso y los 
dos bajan al área de la cocina y el acusado le dice “ESTO TE PASA POR ANDAR DE 
PUTA, ESO ES POCO PARA LO QUE ME FALTA HACERTE” después el acusado 
termina de comer, sale a fumarse un cigarro a la puerta de entrada, después ingresa al 
domicilio y sube a su recamara a dormir, la pasivo sube con el, ella se acuesta junto al 
acusado, se hace la dormida y una vez que se cercioro que el acusado ya dormía ella 
realiza el reporte al 911, siendo detenido posteriormente el acusado por policías 
municipales de **********, Nuevo León.” 

Tales hechos fueron clasificados por el órgano acusador en los siguientes 
delitos: 
 

-Equiparable a la violación, previsto y sancionado por los artículos 268, 
segundo supuesto, y 266, primer supuesto, del Código Penal para el Estado de Nuevo 
León. 
 

-Violación, previsto y sancionado por los artículos 266 bis y 266, primer 
supuesto, del Código Penal para el Estado de Nuevo León. 
 

-Violencia familiar, previsto y sancionado por los artículos 287 bis, inciso b), 

fracción I, y 287 bis 1, del Código Penal para el Estado de Nuevo León. 
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Así también, indicó la Fiscalía que todos los ilícitos fueron cometidos en agravio 
de **********, y que la participación que le atribuyó a ********** fue como autor material 
directo en términos del artículo 39, fracción I, y de forma dolosa de acuerdo al numeral 
27 del Código Penal en vigor. 

5. Posición de las partes. 
 

Pues bien, la Representación Social anunció que tales hechos serían probados 

con la información obtenida de la prueba producida en juicio, a la cual hizo referencia de 
manera sustancial, e incluso destacó medularmente, que estos datos patentizaban la 
responsabilidad penal que como autor material le resultaba a **********; motivo por el 
cual, finalmente en sus alegatos finales planteó las bases para dictar una sentencia 
condenatoria en contra del acusado, por la comisión de los delitos de referencia. 

Por su parte, la Asesoría Jurídica Pública se mostró de acuerdo con el 
planteamiento efectuado por la Fiscalía y requirió en su alegato final una sentencia de 
condena en contra del acusado **********, por la comisión de los delitos acusados. 

En lado contrario, la Defensa Particular del acusado de referencia, en su 

intervención inicial, indicó que la Fiscalía no podría justificar los puntos base de la 
acusación con el material probatorio que presentaría en juicio; mientras que, en su 
alegato final requirió se dictara una sentencia de absolución en favor de su patrocinado, 
dado a que no se había justificado la propuesta fáctica de la Fiscalía, argumentando 
diversas cuestiones que serán tomadas en consideración por esta autoridad judicial a lo 
largo de la presente determinación. 

Esto fue básicamente el posicionamiento de las partes procesales, sin embargo, 
la totalidad de los argumentos se tienen por reproducidos en su integridad, ello por 
economía procesal, ya que su transcripción es ociosa al prevalecer lo apuntado de forma 
oral en la audiencia de juicio, acorde los artículos 671 y 682 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, sin soslayar que dichos argumentos se atenderán por el 
suscrito en el apartado correspondiente. 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de rubro siguiente: “RESOLUCIONES EN 
MATERIA PENAL. LA TRANSCRIPCIÓN INNECESARIA DE CONSTANCIAS ES 
PRÁCTICA DE LA QUE EL JUZGADOR GENERALMENTE DEBE ABTENERSE EN 
ESTRICTO ACATO AL PRINCIPIO DE LEGALIDAD”. 

6. Presunción de inocencia. 
 

Antes de abordar lo atinente al material probatorio desahogado en juicio, es 
preciso acotar lo relativo al principio de presunción de inocencia, respecto del cual se 
tiene lo siguiente: 

El reconocimiento del derecho a la presunción de inocencia previsto por el 
artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, contempla un 
cambio esencial en la naturaleza de esta regla básica de la ordenación de un proceso 
penal. Una vez consagrada constitucionalmente, la presunción de inocencia ha dejado 
de ser un principio general del derecho que ha de informar la actividad judicial (in dubio 
pro reo) para convertirse en un derecho fundamental que vincula a todos los poderes 
públicos y que es de aplicación inmediata3. 

 

1 Artículo 67. Resoluciones judiciales 
[…] Los autos y resoluciones del Órgano jurisdiccional serán emitidos oralmente y surtirán sus efectos a más tardar al día siguiente. 

[…] 

2 Artículo 68. Congruencia y contenido de autos y sentencias 
Los autos y las sentencias deberán ser congruentes con la petición o acusación formulada y contendrán de manera concisa los 

antecedentes, los puntos a resolver y que estén debidamente fundados y motivados; deberán ser claros, concisos y evitarán  
formulismos innecesarios, privilegiando el esclarecimiento de los hechos. 
3 Véanse las tesis aisladas: P.XXXV/2002 de rubro: “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. “EL PRINCIPIO RELATIVO SE CONTIENE  

DE MANERA IMPLÍCITA EN LA CONSTITUCIÓN FEDERAL” y I/2012 (10ª) de rubro: “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. EL 



Así las cosas, la presunción de inocencia, además de constituir un principio o 
criterio informador del ordenamiento procesal penal, es ante todo un derecho 
fundamental. 

En esta lógica, la Convención Americana sobre Derechos Humanos reconoce el 
derecho a la presunción de inocencia en su artículo 8.2, el cual establece lo siguiente:  
 

“8.2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.” 

La Corte Interamericana ha destacado la importancia del derecho a la 
presunción de inocencia al señalarlo como un fundamento de las garantías judiciales4, 
según el cual las personas deben ser consideradas inocentes hasta que se acredite 
plenamente su culpabilidad5. 

En el mismo sentido, la Corte Interamericana ha sostenido que “el derecho a la 
presunción de inocencia es un elemento esencial para la realización efectiva del derecho 
a la defensa y acompaña al acusado durante (todo el) proceso hasta que una sentencia 
condenatoria que determine su culpabilidad quede firme, (de modo que este) derecho 
implica que el acusado no debe demostrar que no ha cometido el delito que se le 
atribuye, ya que el onus probandi corresponde a quien acusa”6. 

La presunción de inocencia como regla probatoria es un derecho que establece 
los requisitos que debe cumplir la actividad probatoria y las características que deben 
reunir los medios de prueba para poder considerar que existe prueba de cargo válida y 
destruir así el estatus de inocente que tiene todo procesado. 

Es necesario mencionar que conforme a los principios en el sistema penal 
acusatorio en que nos encontramos, la apreciación de la prueba es libre para el 
Juzgador, según su convicción, únicamente extraída de lo reproducido en juicio y la 
totalidad del debate, de manera lógica, ya que para el proceso penal acusatorio y oral, 
sólo pueden reputarse como tales las desahogadas públicamente en presencia de las 
partes -salvo la denominada prueba anticipada-, lo que implica que el dictado de las 
sentencias debe sustentarse en elementos de convicción recibidos directamente por el 
Tribunal de juicio oral, bajo un control horizontal, con plena satisfacción de los principios 
de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación, ello es así, 
porque uno de sus fines es ilustrar al Juzgador sobre un tema o interpretación del 
derecho, lo cual no exime a la autoridad judicial de hacer una análisis integral de la 
totalidad de las pruebas, para que una vez valoradas en su conjunto y confrontadas 
jurídicamente, le permitan, o no, determinar si la aplicabilidad de una tesis o 
jurisprudencia, o ley resulta válidamente aplicable y se armoniza con la totalidad de las 
pruebas existentes. 

Derecho humano que tenemos todas las personas, en el caso concreto, también 
**********. 

Teniendo aplicación el siguiente criterio orientador, cuyo contenido en esencia 
ha quedado expuesto, siendo su rubro y datos de localización los siguientes: 
 

 

PRINCIPIO RELATIVO ESTÁ CONSIGNADO EXPRESAMENTE EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008”. 

 
4 Corte IDH. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párr. 77; Caso 

Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C No. 111, párr. 153; Caso 
Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de 
noviembre de 2007. Serie C No. 170, párr. 145; y Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220, párr. 182. 306 Caso Ricardo Canese, párr. 154 y  
Caso Cabrera García y Montiel Flores, párrs. 182 y 183. 

5 Corte IDH. Caso Suárez Rosero. Fondo, párr. 77; y Caso Ricardo Canese, párr. 153; y Caso Cabrera García y Montiel Flores, párr. 

182. 

6 Caso Ricardo Canese, párr. 154 y Caso Cabrera García y Montiel Flores, párr. 182 y 183. 
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“PROCESO PENAL ACUSATORIO Y ORAL. EN ÉSTE SÓLO PUEDEN 
REPUTARSE COMO PRUEBAS LAS DESAHOGADAS PÚBLICAMENTE ANTE EL 
TRIBUNAL RESPECTIVO, EN PRESENCIA DE LAS PARTES. Número de Registro: 

2011883 Localización: [TA]; 10a. Época; 1a. Sala; Semanario Judicial de la Federación; 
1a. CLXXVI/2016 (10a.); Publicación: Viernes 17 de Junio de 2016 10:17.” 

Por lo antes expuesto, es de concluirse que el principio de presunción de 
inocencia que le asiste a todo acusado, solo se verá vencido, en caso de que la Fiscalía 
acredite más allá de toda duda razonable, a través de pruebas desahogadas en juicio, 
la plena responsabilidad del mismo en la comisión de hechos tipificados en la ley como 
delito. 

7. Hechos Probados. 

En la correspondiente etapa de juicio, se produjo la prueba que el Ministerio 
Público estimó pertinente para acreditar su teoría del caso, desistiéndose de la que no 
estimó oportuna para dicho fin. A su vez, se estableció que la Defensa y la Asesoría 
Jurídica Pública no desahogaron pruebas en la audiencia de juicio. 

Este material probatorio fue valorado por el Tribunal Unitario de enjuiciamiento 
en el contexto que precisan los artículos 259, 265, 359 y 402 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales; esto es, de una manera libre, lógica y sometida a la crítica 
racional, en el entendido de que dicha valoración es el sometimiento de la prueba a las 
leyes o reglas que regulan el razonamiento deductivo, los fenómenos materiales y las 
conductas frente a la sociedad, de acuerdo a lo admitido por ella misma, para hacer 
viable su existencia y verificación de sus comunes objetos, todo cumplido en forma 
“sana”, esto es, bajo la premisa de reglas generales admitidas como aplicables, y la 
“crítica”, es decir, que con base en ellos, los hechos objeto de la valoración, 
comprendidos como criterios de verdad, sean confrontables para establecer si un hecho 
y acción determinada pudo suceder, o si ello fue posible de una u otra manera, explicable 
dentro de las reglas de la lógica, de la ciencia y de la experiencia, no bajo la 
personalísima forma de ver cada uno la realidad, sino frente a estos postulados 
generales que rigen el razonamiento, las transformaciones materiales y la vida social, 
formal y dialécticamente comprendidos, porque la sana crítica en el sistema de 
valoración de pruebas de los juicios orales en materia penal, es la explicación de razones 
jurídicas utilizando razones lógicas, científicas, técnicas o de experiencia con un sano 
criterio, considerando la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de 
las pruebas y los hechos. 

En el caso concreto, se estima que la Fiscalía NO logró probar, más allá de 
toda duda razonable y en toda su extensión, la propuesta fáctica que comprende 
su teoría del caso, y como consecuencia de ello, tampoco justificó su propuesta 
jurídica. Esto es así, en virtud de que el resultado de la prueba producida en la audiencia 
de juicio fue insuficiente para efecto de sustentar tales extremos, de la forma que 
expondremos a continuación. 

Pues bien, el Ministerio Público se comprometió a justificar básicamente que el 
día ********** de ********** de **********, aproximadamente a las ********** horas, en el 
domicilio ubicado en la calle **********, número **********, en el cruce de la calle **********, 
en la colonia **********, en el municipio de **********, Nuevo León, el acusado ********** le 

refirió a la ciudadana **********que le succionara su pene cuando ésta cuidaba a su hijo 
de ******* meses de edad, y posterior a ello le externó diversas locuciones amenazantes, 
introduciendo luego el miembro viril en la boca de la pasivo, y finalmente, le impuso la 
cópula vía anal en contra de su voluntad, lo que derivó en que ********** diera cuenta de 
lo anterior a las autoridades policiacas, una vez que cesaron las agresiones. 

Para justificar lo anterior, se produjo primeramente la declaración de **********, 
elemento policiaco municipal de **********, Nuevo León, quien refirió que el día ********** 
de ********** de **********, aproximadamente a las **********horas, efectuó la detención de 



**********, ello en virtud de que se encontraba realizando un recorrido de prevención y 
vigilancia cuando una femenina le gritó y pidió auxilio, esto desde la puerta del domicilio 
ubicado en la calle **********, número **********, por lo que al aproximarse con esa 
persona se identificó como **********, misma que le pidió efectuara la detención de 
**********, con quien habitaba en un unión libre por siete años, debido a que la había 
obligado a mantener relaciones sexuales en el interior del domicilio, motivo por el cual 
realizó la detención del masculino cuando salía de la vivienda; expresó que al realizar la 
entrevista de ********** la encontró asustada y llorando, y obtuvo como información 
respecto a que ese día, alrededor de las **********horas, ********* la agredió 
física y verbalmente cuando le daba de comer a su hijo, y luego de ello ********* le 
introdujo a la fuerza el pene en la boca de **********, para enseguida introducirle 
obligadamente el pene por el ano de la denunciante, eyaculando dentro de ella, y que 
posterior a eso le pidió que le recalentara la cena, por lo que ********** aprovechó 
para solicitar apoyo policiaco. Por último, reconoció al acusado ********** como la 

persona que detuvo en el momento indicado. 

Entonces, este testimonio del oficial **********solamente produce convicción para 
efecto de justificar que en esta temporalidad llevó a cabo la detención del acusado 
**********, ello debido a que existía un señalamiento en su contra por parte de la 
ciudadana **********, como la persona que la había agredido física, verbal y sexualmente 
en momentos previos a su arribo. 

Luego, dicho oficial **********no logró captar los acontecimientos fácticos 
establecidos en la acusación, pues del contenido de su testimonio no se apreció que 
haya advertido el momento en el que el acusado **********le introdujo a la fuerza el pene 
en la boca de **********, o bien, el instante en el que obligadamente le impuso la cópula 
vía anal. Ciertamente, el oficial en comento indicó haber entrevistada a la denunciante 
**********, y éste le informó que el acusado de referencia había materializado las 
conductas anteriores, pero cierto también lo es que esta información no le consta al 
elemento policiaco, pues no la percibió por medio de sus sentidos, ya que dichas 
cuestiones las conoció por referencias de la propia **********. De esta manera, no se 
tiene información fidedigna en cuanto al hecho materia de la acusación. 

Sirve para sustentar lo anterior la jurisprudencia con registro digital 2028676 de 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, que destaca lo siguiente: 
 

PRUEBA TESTIMONIAL EN LA AUDIENCIA DE JUICIO ORAL. CARECE DE 
VALOR PROBATORIO LA RENDIDA POR UN POLICÍA DE INVESTIGACIÓN 
CUANDO VERSE SOBRE LO DICHO EN ENTREVISTAS EFECTUADAS EN LA 
INVESTIGACIÓN DEL DELITO SI LAS PERSONAS ENTREVISTADAS NO 
COMPARECEN A JUICIO. 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron 
criterios contradictorios al analizar el valor probatorio de las testimoniales rendidas por 
policías de investigación en la audiencia de juicio oral, cuando versen sobre lo dicho en 
entrevistas efectuadas en la investigación del delito, si las personas entrevistadas no 
comparecen a juicio. Mientras que uno sostuvo que tienen valor probatorio de indicio, y 
adminiculadas con otros medios de prueba pueden generar convicción sobre los hechos; 
el otro estimó que carecen de ese valor, al tratarse de una versión de los hechos 
conocida por referencia de terceros en torno a aspectos que no les constan de manera 
directa. 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región 
Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de México, determina que carece de valor 
probatorio la prueba testimonial rendida por un policía de investigación en la audiencia 
de juicio oral, cuando verse sobre lo dicho en entrevistas efectuadas en cumplimiento de 
sus obligaciones enunciadas en el artículo 132 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, si las personas entrevistadas no comparecen a juicio. 

Justificación: Conforme a los artículos 20, apartado A, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, 6o., 9o., 259, 261, 263 y 385 del Código Nacional de 
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Procedimientos Penales, que regulan los principios rectores del procedimiento penal 
acusatorio de inmediación y contradicción, así como la valoración de la prueba 
testimonial, toda información incorporada al juicio oral por medio de esa probanza, 
independientemente del encargado de rendirla (sujeto, parte o tercero), debe satisfacer  
el parámetro constitucional y legal de la prueba, que implica atender a los principios 
mencionados. 

La prueba rendida en los términos referidos no puede interpretarse como una de 
las excepciones al desahogo del testimonio conforme a las reglas generales de 
producción de la testimonial, pues éstas deben interpretarse en sentido estricto y 
restringido al implicar un menoscabo al ejercicio de defensa, por lo que es necesario: 1) 
que se superen las condiciones de oportunidad de interrogar y contrainterrogar al testigo 
en audiencias previas cuando no sea posible la producción de la prueba testimonial en 
juicio, y 2) que ésta no constituya el principal sustento de la acusación y el fallo. 

Entonces, dicha declaración no sirve al Tribunal para acreditar la totalidad de los 
hechos materia de acusación, ya que si bien este elemento policiaco obtuvo información 
a resultas de la entrevista realizada a la ciudadana **********, derivado de su 
comparecencia al lugar, ciertamente es que ésta no se presentó en juicio para informar 
sobre el hecho que en aquel momento informó haber ocurrido en su perjuicio, y por lo 
tanto, lo anterior impide considerar como válidas circunstancias que no fueron aportadas 
directamente por la fuente de la prueba, es decir, por la persona que conoció y 
experimentó dicho suceso, ya que lo señalado por el elemento policiaco evidentemente 
no le constó de manera directa, pues arribó luego de que ocurrió tal hecho. 

Lo anterior es así, en virtud de que los artículos 259, último párrafo, 261 y 371, 
último párrafo, del Código Nacional de Procedimientos Penales, destacan que para 

efectos de la sentencia definitiva, sólo serán valoradas aquellas pruebas que hayan sido 
desahogadas en la audiencia de juicio, salvo las excepciones previstas en el Código en 
cita, en tanto que se consideraría prueba a todo conocimiento cierto o probable sobre un 
hecho que, ingresando al proceso como medio de prueba en una audiencia y 
desahogada bajo los principios de inmediación y contradicción, sirve al Tribunal de 
enjuiciamiento como elemento de juicio para llegar a una conclusión cierta sobre los 
hechos materia de la acusación; y, por último, se establece que durante la audiencia de 
juicio, los peritos y testigos deberán ser interrogados personalmente, y su declaración 
personal no podrá ser sustituida por la lectura de los registros en que consten anteriores 
declaraciones, o de otros documentos que las contengan, y sólo deberá referirse a ésta 
y a las preguntas realizadas por las partes. 

Por consiguiente, de estos artículos se puede arribar a la conclusión de que la 
declaración de la víctima, y de cualquier testigo, deben ser rendidas de manera personal 
ante el Tribunal de enjuiciamiento en el día de la celebración de la audiencia de debate, 
y respetándose precisamente los principios de inmediación y contradicción, y dichas 
declaraciones no pueden ser sustituidas por otros documentos o registros que las 
contengan, a menos que exista una probada causa de excepción, contenida en el 
artículo 386 del Código Nacional de Procedimientos Penales, lo cual en este caso en 
particular no acontece. 

Enseguida, comparecieron al debate peritos adscritos al Instituto de 
Criminalística y Servicios Periciales de la Fiscalía General de Justicia del Estado, 
quienes evidentemente dieron cuenta de las experticias que elaboraron, más no hicieron 
alusión a las circunstancias de tiempo, modo y lugar establecidas en la acusación del 
Ministerio Público, puesto que sus respectivas intervenciones ocurrieron después de 
acontecido el hecho que dio cuenta la denunciante. 

En esa línea, declaró primero ********** como perito médico forense, y refirió que 

el día **********de **********de **********, aproximadamente a las **********horas, llevó a 
cabo un dictamen médico a **********de aproximadamente ********** años de edad, 
misma que al examen físico le encontró un himen anular franjeado con un desgarro no 
reciente a nivel de las ********** horas según la carátula del reloj, el cual permitía la  



penetración del miembro viril en erección u objeto de tipo peniforme sin causar nuevos 
desgarros, así como ano y mucosa con edema con tiempo de evolución de menos de 
veinticuatro horas, manifestado afectada dolor a la exploración, y que permitía la 
penetración del miembro viril en erección u objeto peniforme sin causar desgarros, 
dependiendo del grado de violencia física o la desproporción anatómica de ambas 
partes, o ayudando con su lubricación. 

De esta forma, esta opinión pericial denota que se efectuó un dictamen pericial 
a la ciudadana **********, y por ello se le localizó en ano un edema, es decir, una 
inflamación en esta zona, pero no hace referencia a la propuesta fáctica planteada por 
el Ministerio Público en la acusación, esto es, que dicha lesión haya sido causada por el 
actuar doloso del acusado **********. 

Seguido a esto, compareció la perito química forense **********, misma que dio 
cuenta acerca de que el día ********** de ********** de ********** efectuó un dictamen de 
identificación de líquido seminal y de examinación de citología, respecto de muestras 
tomadas a **********, y después de aplicar la metodología correspondiente concluyó que 
la muestra de citología tomada del ano presentó líquido hemático, es decir, células 
sanguíneas. 

Asimismo, declaró **********, perito en criminalística, persona que comunicó 
haber recolectado prendas de vestir el día ********** de ********** de **********, las cuales 
fueron aportadas por **********, consistentes en una ********** color **********, un ********** 
color ********** con **********, una ********** tipo ********** color ********** y un ********** de 
********** color **********, los cuales fueron embalados y remitidos al laboratorio 
correspondiente con su debida cadena de custodia. 

De igual manera, se apersonó a declarar en el debate **********, perito adscrita 
al área de investigación de campo, quien señaló inspeccionar el domicilio ubicado en la 
calle **********, número **********, en la colonia **********, en el municipio de **********, 
Nuevo León, esto el día ********** de ********** de **********, tratándose de una casa 
habitación de dos plantas con una fachada color blanco y acceso principal, y luego de 
ello ubicó y recolectó una ********** color ********** y ********** a cuadro de aspecto sucio, 
la cual remitió al laboratorio pertinente. Incluso, le fue mostrada fotografía que reconoció 
como la cama y los fluidos que había en la sábana. 

Consecutivamente, testificó **********, perito adscrito al departamento de análisis 
de indicios, quien indicó que el día ********** de ********** de ********** realizó un informe 
relacionado con recolección de indicios por parte de **********, consistente en una 
********** color ********** y ********** **********, y al aplicar la metodología pertinente 
concluyó que la sábana en mención presentaba manchas de sangre humana. 

Por su parte, el perito ********** fue claro en establecer que, como experto en el 
área de análisis de indicios, examinó el día ********** de **********de ********** una 
********** color **********, un ********** color **********, una ********** tipo ********** color 

********** y un ********** de ********** color **********, para lo cual efectuó un análisis 
macroscópico, rastreo hemático y determinación de sangre humana y semen; concluyó 
que la **********y el **********presentaron manchas hemáticas correspondientes a sangre 
humana. 

Finalmente, emitió declaración la perito **********, perito adscrita al departamento 
de psicología, misma que externó que el día ********** de ********** de ********** efectuó 
una entrevista clínica semiestructurada a la ciudadana **********, derivado de hechos que 
le narró ésta, acontecidos el día **********de ********** de **********, en donde se hicieron 
referencias a circunstancias relativas que el acusado ********** le introdujo a la fuerza el 

pene en su boca, pero además le introdujo el pene por el área de ano, todo lo cual fue 
en contra de su voluntad; indicó que como antecedentes obtuvo de información que 
**********y el acusado en cita tenía siete años de relación, donde procrearon tres hijos en 
común; como indicadores ubicó pensamientos de separación, sentimientos de 
humillación, acceso al llanto, sentimientos de temor, ansiedad y dolores físicos, además 
de baja autoestima y sentimientos de vergüenza y culpa. 
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Como conclusión, aludió que la persona evaluada se encontraba bien ubicada 
en tiempo, espacio y persona, presentando un estado emocional de ansiedad, temor y 
tristeza derivado de los hechos denunciados, que presentó datos y características de 
haber sido víctima de una agresión sexual, con un dicho confiable en virtud de que fue 
fluido, claro, espontáneo, sin contradicciones, con información espacial y temporal, 
además de un realismo, que adquirió una ********** derivado de hechos denunciados y 
por el temor a que se le causara un daño mayor a futuro, todo lo cual es compatible con  
un ********** derivado de los hechos denunciados y los antecedentes de violencia, lo que 
le provocó **********; precisó que existía una situación de vulnerabilidad pues estaba 
inmersa en un ciclo de violencia, sumado a un contexto de indefensión aprendida, y por 
ello le recomendó un tratamiento psicológico, ya que si no lo tomaba podía en su caso 
desistirse de continuar con el proceso legal, o bien, pudiera no acudir a la audiencia. 

Hasta aquí, las opiniones expertas señaladas previamente únicamente hacen 
alusión a las actividades que desplegaron con motivo de su expertise, pero no indicaron 
información objetiva relativa a la existencia de los hechos materia de la acusación. 
Luego, ninguna de estas opiniones expertas resultó apta e idónea para justificar la  
propuesta fáctica del Ministerio Público en toda su extensión, pues evidentemente se 
tratan de peritos que tuvieron participación después a que ocurrieron los hechos materia 
de la acusación, y por tal razón, se infiere de manera lógica que no les constan de 
manera directa la totalidad de la propuesta fáctica. 

En este caso, se dijo que la muestra tomada en ano de ********** se localizó 
líquido hemático, empero no se estableció a qué persona le pertenecía. También se 
evidenció que la pantaleta y el short que aportó **********contenía sangre humana, pero 
de igual manera no se tuvo prueba para definir a quién le pertenecía estas sustancias. 
Esto es, ninguna de las probanzas patentiza las circunstancias plasmadas en la 
acusación de la Fiscalía, en torno a que el acusado ********** haya desplegado una 
conducta violenta y sexual en perjuicio de la ciudadana **********, y que por esa acción 
se le haya producido en deterioro en su salud física o mental. 

Por lo que hace a la perito en psicología, tenemos que efectivamente llevó a 
cabo una evaluación psicológica en la ciudadana **********, y dentro de su relato 
especificó que ésta presentaba, entre otras cosas, una **********y **********, así como un 
**********en su persona, ello con motivo de los hechos que le fueron expresados por la 
paciente, los cuales, incluso, precisó detalladamente e hizo alusión durante su 
intervención en el juicio. Esta narrativa de hechos que mencionó la perito en psicología, 
no obstante de que se advirtieran compatibles o consistentes con los señalados por el 
Ministerio Público en su teoría del caso, precisamente en su propuesta fáctica, lo cierto 
es que esta parte de la declaración de la experta sirve únicamente para efecto de 
establecer e identificar que efectivamente se tratan de los mismos hechos materia de la 
acusación. 

Es decir, los aspectos que se valoraron y se consideraron al momento de llevar 
a cabo la entrevista clínica semiestructurada por parte de dicha perito, son consistentes 
con los hechos establecidos por el Ministerio Público en su acusación, sin embargo, esto 
no puede ponderarse por esta autoridad judicial para efecto de afirmar que de esta 
manera se logró corroborar la existencia del hecho materia de la acusación, en cuanto a 
la forma o mecánica que aconteció el suceso delictivo, dado a que estas circunstancias 
expuestas por la perito no le constan de manera personal y directa, si no que únicamente 
constituyen meras referencias que le efectuó la ciudadana **********, esto es, la persona 
que evaluó al momento de llevar a cabo la citada entrevista. 

Entonces, debemos puntualizar que el objeto directo de esta probanza lo es el 
conocer el estado psicológico de los pacientes, y no tiene el propósito de demostrar la 
proposición fáctica de la Fiscalía. 



Así lo señala la tesis visible con el número 162020 emitida por la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro y contenido se expone a 
continuación: “PRUEBA PERICIAL EN PSICOLOGÍA EN ASUNTOS SOBRE 
VIOLENCIA FAMILIAR. SU OBJETO DIRECTO ES CONOCER EL ESTADO 
PSICOLÓGICO DE LAS PARTES Y NO DEMOSTRAR LOS HECHOS EN QUE SE 
SUSTENTA. Los psicólogos que se desempeñan en la atención y evaluación de los 

conflictos familiares, caracterizados por situaciones de maltrato o violencia, tienen la 
tarea primordial de identificar el daño psicológico o moral que presentan las víctimas y 
realizar un diagnóstico sólido para presentarlo en un informe pericial suficientemente 
claro, de utilidad para los encargados de impartir justicia. Así, el peritaje psicológico de 
la violencia en las familias es más que un conjunto de instrumentos destinados a 
responder a una pregunta requerida por el juez, ya que representa el punto donde se 
intersectan la psicología y el derecho, porque investiga el mundo afectivo, volitivo y 
cognitivo de los sujetos involucrados en un litigio para respaldar un saber científico. De 
ahí que la prueba pericial en psicología no tiene como objeto directo demostrar los 
hechos de violencia familiar narrados, o las conductas de violencia familiar hechas valer, 
pues dicha probanza sólo permite conocer la situación psicológica de las partes para 
determinar, en función de las demás pruebas aportadas, el daño emocional provocado 
a los miembros de la familia. En ese sentido y dada la naturaleza de dicha probanza, 
puede servir como prueba directa de la violencia familiar, ya que al tratarse del estado 
psicológico actual de las personas puede ayudar a concluir si deriva de actos violentos, 
aun cuando no se mencionen concretamente cuáles fueron.” 

En tal consideración, se puede concluir que la actuación de los psicólogos 
consiste en la atención y valuación de los conflictos familiares, caracterizados por 
situaciones de maltrato o violencia, y su tarea primordial es la de identificar el daño 
psicológico o moral que pueda tener la víctima, para lo cual debe realizar un diagnóstico 
sólido con la finalidad de sustentar su informe pericial, mismo que es presentado 
primeramente al Ministerio Público, y posteriormente, al Tribunal de enjuiciamiento, ya 
en la audiencia de juicio. 

Así que, un peritaje psicológico no es más que un conjunto de instrumentos 
destinados a responder precisamente esa pregunta a quien resuelve, ya que representa 
un punto donde la psicología y el derecho convergen, porque precisamente la prueba 
pericial investiga el mundo afectivo, volitivo y cognitivo de los sujetos involucrados, para 
respaldar evidentemente una decisión o conclusión científica, de ahí que una prueba 
pericial, no tiene como objeto demostrar los hechos de violencia narrados o la conducta 
de violencia familiar hechas valer como acusación, ya que esta prueba está destinada a 
conocer la situación psicológica de la víctima, analizada o valorada para determinar en 
función de las demás pruebas aportadas, si ésta contaba con un daño emocional 
producto del hecho denunciado. 

Por ende, este dictamen no puede ser considerado idóneo para acreditar los 
hechos materia de la acusación, como lo pretende el Ministerio Público, al incorporar 
esta probanza pericial como declaración de **********, ante su ausencia en la audiencia 
de juicio oral, lo cual está prohibido por el artículo 371 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, pues por una parte, es cierto que la perito escuchó a la 
ciudadana en comento sobre el evento que vivió al practicarle la entrevista clínica 
semiestructurada que refirió haber llevado a cabo con ella, pero también es cierto que 
debe ser la propia denunciante la que informe de manera directa a este Tribunal los 
hechos que sufrió, para de esta forma privilegiar específicamente los principios rectores 
del sistema acusatorio, que lo son el principio de inmediación y el principio de 
contradicción, ya que a través de ello, las partes y el juez podrán estar presentes y 
escuchar las respuestas que proporcione directamente la denunciante ante el 
interrogatorio y contrainterrogatorio a los que sea sometido, garantizando de esa misma 
manera la contradicción, puesto que la Defensa tiene el derecho de realizar los 
cuestionamientos correspondientes; por lo tanto, pretender incorporar la declaración de 
la afectada a través de una perito, se violentan estos dos principios. 

En esa línea, confiere orientación jurídica la jurisprudencia marcada con el 
número de registro 2020268 emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
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de la Nación, cuyo rubro y contenido se expone a continuación: “PRINCIPIO DE 
INMEDIACIÓN COMO HERRAMIENTA METODOLÓGICA PARA LA FORMACIÓN DE 
LA PRUEBA. EXIGE EL CONTACTO DIRECTO Y PERSONAL DEL JUEZ CON LOS 
SUJETOS Y EL OBJETO DEL PROCESO DURANTE LA AUDIENCIA DE JUICIO. Del 

proceso legislativo que culminó con la instauración del Nuevo Sistema de Justicia Penal, 
se advierte que para el Poder Reformador de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos en vigor, el principio de inmediación presupone que todos los 
elementos de prueba vertidos en un proceso y que servirán para decidir sobre la 
responsabilidad penal de una persona, deben ser presenciados sin mediaciones o 
intermediarios por el juez en una audiencia. Los alcances de dicho propósito implican 
reconocer que es en la etapa de juicio donde la inmediación cobra plena aplicación, 
porque en esta vertiente configura una herramienta metodológica para la formación de 
la prueba, la cual exige el contacto directo y personal que el juez debe tener con los 
sujetos y el objeto del proceso durante la realización de la audiencia de juicio, porque de 
esa manera se coloca al juez en las mejores condiciones posibles para percibir –sin 
intermediarios– toda la información que surja de las pruebas personales, es decir, no 
sólo la de contenido verbal, sino que la inmediación también lo ubica en óptimas 
condiciones para constatar una serie de elementos que acompañan a las palabras del 
declarante, habilitados para transmitir y recepcionar de mejor manera el mensaje que se 
quiere entregar, como el manejo del tono, volumen o cadencia de la voz, pausas, 
titubeos, disposición del cuerpo, dirección de la mirada, muecas o sonrojo, que la 
doctrina denomina componentes paralingüísticos.” 

Por ende, si la Fiscalía pretendió que esta autoridad judicial otorgara valor 
probatorio efectivo a la información aportada mediante la pericial en psicología, quien 
refirió que los hechos de acusación le fueron informados a ella por la ciudadana **********, 
si bien se escucharon de ella misma, cierto también lo es que de tomar en cuenta dichas 
aseveraciones quebrantaría el debido proceso, violentando los principios que son la base 
del sistema acusatorio penal, pues con ello no se respetaría la inmediación, la 
contradicción, o incluso, la igualdad entre las partes. En esa línea, lo correcto hubiera 
sido que declarara en el juicio **********, a fin de que mediante su deposición confirmara 
o no lo que la perito en psicología nos mencionó que ella le dijo, sin embargo, como se 
pudo apreciar, ni el Ministerio Público ni la Asesoría Jurídica Pública pudieron 
presentarla. 

En ese tenor, se puede apreciar que la prueba producida en la audiencia resultó 
insuficiente para justificar la totalidad de las circunstancias de ejecución de los hechos 
materia de la acusación, y por tanto, es evidente que la Fiscalía no cumplió con su carga 
probatoria al no quedar acreditada el contexto fáctico que precisó en su acusación, por 
ende, tampoco se justifican las figuras delictivas de equiparable a la violación, 
violación y violencia familiar, de ahí que resulte innecesario entrar al análisis de la 
responsabilidad que se le atribuyó al acusado **********. 

Es cierto que la Fiscalía hizo referencia a este Tribunal de enjuiciamiento que se 
debe tomar en cuenta que la ciudadana **********pertenece a un grupo vulnerable, 
precisamente por su condición de ser mujer, pero además subrayó que la afectada tenía 
un gran temor hacia el acusado, trayendo a colación la información proporcionada por la 
perito en psicología, en el sentido de que la ciudadana **********estaba inmersa en un 
**********; sin embargo, a pesar de todo ello, en la audiencia de juicio no se escuchó la 
versión de **********como para ponderar esas circunstancias, pues esta juzgadora 
únicamente puede justipreciar las pruebas desahogadas en la audiencia de 
enjuiciamiento. 

Tampoco se pasa por desapercibido que la referida psicóloga y el Ministerio 
Público destacaron que la ciudadana **********tenía miedo y presentaba un grado de 
vulnerabilidad, ya que no se podía sustraer de la situación de violencia en la que estab a 
inmersa, pero en torno a ello, se debe dejar establecido que en el asunto en particular 
no surgió alguna información o constancia relativa a que el acusado ********** haya 



ejercido algún tipo de presión o actos intimidatorios en contra de la ciudadana **********, 
para que ésta no se presentara a la audiencia y emitiera su declaración. 

Por otro lado, en lo referente a la situación de vulnerabilidad que señaló la 
Fiscalía se encontraba la ciudadana **********, incluso con una indefensión aprendida, 
precisamente por este grado de vulnerabilidad que fue detectado desde el inicio de la 
investigación a la referida ciudadana, debió atendérsele desde ese primer contacto por 
la Fiscalía, es decir, ello cuando fue valorada por la perito en psicología, quien le informó 
a través del dictamen correspondiente esta condición de vulnerabilidad, y en efecto, el 
Ministerio Público debió proporcionarle una atención integral, canalizándola a las 
instituciones correspondientes para que la afectada tuviera las herramientas mentales y 
redes de apoyo necesarias a las que se refería la experta en psicología, e inclusive, 
resguardándola en un refugio, precisamente con la intención de enfrentar el juicio sin 
temor alguno, empero no aconteció de esta manera. 

Entonces, esta circunstancia de vulnerabilidad que expresaron el Ministerio 
Público y la Asesoría Jurídica Pública resulta infundada por sí misma para tener por 
acreditados los hechos materia de la acusación, a pesar de que el dicho de la víctima 
**********pueda ser considerado de buena fe, como también lo señaló la psicóloga, en 
torno a que diagnosticó un dicho confiable en la afectada, empero, no se estima factible 
llegar al extremo de tomar como válida una entrevista inicial o lo dicho por ésta a terceras 
personas, como pretende el Ministerio Público que sea valorada esta información, 
porque precisamente la afectada **********se ausentó al debate. 

No se pasa por alto para esta autoridad judicial el derecho humano de una mujer 
a vivir una vida libre de violencia y discriminación, mismo que se encuentra contenido en 
nuestra Constitución Política del país pero también en distintas convenciones, tal es el 
caso de la Convención Belem do Pará, y estas disposiciones imponen el deber a los 
impartidores de justicia de actuar con perspectiva de género, de tal forma que es 
obligación de todas las autoridades realizar actos inherentes a garantizar los derechos 
fundamentales de la persona de quien se refiere que es víctima de violencia, como lo 
disponen los estándares nacionales como internacionales, en razón a que son claros en 
establecer que las autoridades estatales no solamente deben condenar toda forma de 
discriminación basada en el género, sino que además están obligados a tomar medidas 
completas para lograrlo, lo cual se traduce en el deber de toda autoridad de actuar con 
perspectiva de género, ya que se pretende combatir argumentos estereotipados e 
indiferentes para el pleno y efectivo ejercicio del derecho de igualdad. 

Como se estableció anteriormente, en el caso en particular ni el Ministerio 
Público ni la Asesoría Jurídica Pública pudieron presentar a la afectada, motivo por el 
cual, este órgano jurisdiccional, precisamente para garantizar un plano de igualdad, 
adoptó medidas especiales para efecto de garantizar el acceso de la víctima a un plano 
de igualdad de acceso a la justicia, no con base a presunciones o apreciaciones 
subjetivas, sino que fue considerado objetivamente que este hecho delictivo involucraba 
violencia en perjuicio de una mujer, y existía la posibilidad de que ésta no compareciera 
a la audiencia por algún acto coercitivo ejercido en su contra, de manera directa o 
indirecta, y por tal motivo, este aspecto constituyó la razón fundamental por la cual esta 
juzgadora fuera flexible en cuanto a reprogramar, aplazar o suspender la audiencia de 
juicio, con la finalidad de que el Ministerio Público o la Asesoría Jurídica Pública estuviera 
en aptitud de hacer comparecer a la víctima al debate, circunstancia que finalmente no 
aconteció, y ante ese escenario, se tuvo por desistido el testimonio de **********, y en 
consecuencia, la Fiscalía no cumplió con la promesa que efectuó en su alegato de 
apertura de poder probar más allá de toda duda razonable la totalidad de los hechos 
materia de la acusación. 

Luego, debe decir esta juzgadora que se ha observado el desarrollo del juicio y 
el análisis de las probanzas desahogadas en el debate, no obstante ello, las 
convenciones internacionales, e incluso la propia Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como las distintas jurisprudencias que han sido emitidas por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, jamás autorizan a los jueces o impartidores de 
justicia a resolver el fondo del asunto violentando principios como lo es de la inmediación 
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y contradicción, considerando información que no fue proporcionada directamente por  
los testigos de los hechos, para en su caso dictar una sentencia de condena en contra  
del acusado. 

Es decir, en el tema de la perspectiva de género en la administración de justicia, 
no significa que en cualquier caso los órganos jurisdiccionales deban resolver el asunto 
únicamente conforme a las pretensiones planteadas por los gobernados en razón de su 
género, ni que dejen de observarse los principios de procedencia y de fondo previstos 
en las leyes nacionales para la interposición de los medios de defensa, ya que las 
formalidades procesales son la vía que hace posible arribar a una adecuada resolución, 
por lo que argumentar que se resuelva el asunto con perspectiva de género, sin darlas 
pautas mínimas para ello, resulta desacertado y jurídicamente inválido. 

En ese hilo, las pruebas producidas en el juicio fueron insuficientes para 
demostrar la totalidad de las proposiciones fácticas del Ministerio Público, mismas que 
atribuyó en su comisión al acusado **********, por lo que las mismas no alcanzan el rango 

de prueba plena que se requiere para vencer el principio de presunción de inocencia del 
que goza el acusado de referencia, y por lo tanto, queda intocado el mismo. 

Ante las consideraciones apuntadas, es evidente que nos encontramos ante la 
prueba insuficiente, ya que la información proporcionada por testigos y peritos 
desahogados por el Ministerio Público, no se llega a la certeza de la acusación que 
realiza en contra de **********. 

Sirve para sustentar todo lo anterior los criterios establecidos como 
jurisprudencia y tesis aisladas, registradas con los números 176494 y 172433, cuyos 

rubros y contenido disponen lo siguiente: 

“PRUEBA INSUFICIENTE. CONCEPTO DE. La prueba insuficiente se presenta, 
cuando con el conjunto de los datos que obran en la causa, no se llega a la certeza de  
las imputaciones hechas; por lo tanto, la sentencia condenatoria dictada en base en ella, 
es violatoria de garantías.” 

“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ALCANCES DE ESE PRINCIPIO 
CONSTITUCIONAL. El principio de presunción de inocencia que en materia procesal 

penal impone la obligación de arrojar la carga de la prueba al acusador, es un derecho 
fundamental que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce y 
garantiza en general, cuyo alcance trasciende la órbita del debido proceso, pues con su 
aplicación se garantiza la protección de otros derechos fundamentales como son la 
dignidad humana, la libertad, la honra y el buen nombre, que podrían resultar vulnerados 
por actuaciones penales o disciplinarias irregulares. En consecuencia, este principio 
opera también en las situaciones extraprocesales y constituye el derecho a recibir la 
consideración y el trato de "no autor o no partícipe" en un hecho de carácter delictivo o 
en otro tipo de infracciones mientras no se demuestre la culpabilidad; por ende, otorga 
el derecho a que no se apliquen las consecuencias a los efectos jurídicos privativos 
vinculados a tales hechos, en cualquier materia.” 

Por tanto, de conformidad con el artículo 405 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, lo que procede es decretar una sentencia absolutoria a favor 
del acusado **********, por los delitos de equiparable a la violación, violación y 
violencia familiar. 

En virtud del sentido del presente fallo, se ordena hacer del conocimiento a las 
partes que, en caso de inconformidad con la presente sentencia definitiva, procede el 
recurso de apelación, el cual se podrá interponer ante este Tribunal dentro de los 10 

diez días siguientes a la notificación de la misma, de conformidad con lo establecido en  
el artículo 471 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 



También se ordena el levantamiento de toda medida cautelar impuesta al 
acusado **********, de acuerdo al numeral 401 de ese mismo cuerpo de leyes, así como 

el levantamiento de todo índice o registro público y policial en el que figuren, de ahí que 
sea factible decretar su inmediata libertad, única y exclusivamente por lo que a esta 

causa y delitos se refieren. 

Finalmente, debe decirse que esencialmente se estimaron fundados los 
argumentos elevados por la Defensa ante el Tribunal, y al mismo tiempo, se 
consideraron inoperantes las argumentaciones y las tesis señaladas por la Fiscalía y 
Asesoría Jurídica Pública, en torno a que la prueba producida en el debate era suficiente 
para justificar los puntos base de su acusación. 

Cabe señalar que la Defensa solicitó la invalidación de probanzas que se 
obtuvieron con motivo de la inspección realizada en el domicilio afecto a la causa, sitio 
donde habitaba su representado, y de lo cual no se había evidenciado alguna 
autorización judicial para ingresar al mismo; empero, sobre este tema, corresponde 
señalar que estas cuestiones debieron ser elevadas en la etapa del procedimiento 
respectiva, es decir, en la etapa intermedia, pues precisamente dicho estadio tiene la 
finalidad de depurar los medios de prueba a desahogar en el debate, y por consiguiente, 
declarar la licitud o ilicitud de algún medio de prueba objeto de debate. En el caso, este 
Tribunal desconoce si se llevó a cabo alguna autorización judicial para ingresar al 
domicilio en mención, por lo que esta serie de argumentaciones debieron de efectuarse 
en dicho momento procesal, si es que consideraba que el ingreso a la vivienda había 
violentado algún derecho de su patrocinado. 

Además de lo anterior, la Defensa produjo el testimonio de la perito **********, 
quien llevó a cabo un dictamen psicológico a la ciudadana **********, ello a través de una 
entrevista estructurada y semiestructurada, donde aplicó test psicológicos y 
grafoproyectivos, y concluyó que en la persona valorada existía inmadurez, ansiedad, 
angustia y confusión, esto debido a que su denuncia la había interpuesto en contra del 
acusado ********** dado a que éste abusaba de sustancias y de bebidas alcohólicas, 
considerando igualmente que su dicho no era confiable. Pues bien, en cuanto a ello, 
debe decirse que este Tribunal no tuvo por probados los hechos materia de la acusación, 
de ahí que resultara ocioso considerar esta probanza para la determinación del sentido 
del fallo. 

Si bien la Fiscalía señaló que existía un criterio judicial en el que se establecía 
que se le podía conceder valor probatorio efectivo al dicho del elemento captor que 
entrevistara a la víctima inmediatamente después de acontecido el hecho delictivo, lo 
cual pudiera servir para acreditar los hechos materia de la acusación; ciertamente, en el 
caso en particular no se considera aplicable tal criterio judicial, pues para ponderar esta 
información con la finalidad de acreditar la propuesta fáctica, se debió de justificar un 
vínculo objetivo de esta probanza con las diversas, lo cual no aconteció en el asunto en 
concreto. Esto es así, en virtud de que compareció el elemento policiaco captor que 
conoció de las circunstancias inmediatas posteriores al evento, y entrevistó a la 
denunciante, misma que le aportó las circunstancias referidas en la acusación, es decir, 
son aspectos que no le constaron al oficial captor, y sobre ello solamente dio cuenta 
dicho elemento. 

También se obtuvieron datos objetivos relativos a que en cierta vestimenta de la 
ciudadana **********, así como de la sábana que se ubicó y recolectó de su vivienda, se 
localizó sangre o células sanguíneas, pero esta cuestión no se vinculó de manera 
objetiva con el acusado **********; es decir, no se estableció a qué persona pertenecía la 
sangre. Igualmente, se examinó médicamente a la ciudadana Briseida y se le encontró  
un edema y dolor en ano con mucosa, empero, no se refirió alguna relación objetiva de 
esta lesión con el acusado de en cita, pues no se conoció sobre el modo en que se 
materializó esta herida. 

6. PUNTOS RESOLUTIVOS: 
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PRIMERO: No se demuestra cabalmente la existencia de los hechos materia de 
acusación, y por lo tanto, tampoco se comprueba la materialización de los delitos de 
equiparable a la violación, violación y violencia familiar, y menos aún la 
responsabilidad penal de **********, en consecuencia; 

SEGUNDO: Se decreta SENTENCIA ABSOLUTORIA a favor de **********, por 
los delitos de equiparable a la violación, violación y violencia familiar, que le acusó 
el Ministerio Público. 

TERCERO: Se ordena el levantamiento de toda medida cautelar impuesta al 
acusado **********, y por ende, se decreta su inmediata libertad, única y exclusivamente 
por lo que a esta causa y delitos se refieren. 

CUARTO: Hágase saber a las partes que, en caso de inconformidad con la 
presente sentencia definitiva, procede el recurso de apelación, el cual se deberá 
interponer ante este Tribunal dentro de los 10 diez días siguientes a la notificación 

de la misma. 

QUINTO: Remítase copia certificada de la sentencia a las autoridades 

penitenciarias y administrativas que intervienen en el procedimiento, para su 
conocimiento y efectos legales conducentes. 

Así lo resuelve y firma7 electrónicamente, en nombre del Estado de Nuevo León, 
la licenciada MARCIA MONTSE IBARRA AZUETA, Jueza de Control y de Juicio Oral 

Penal del Estado, actuando de manera unitaria. 
 
 
 

Este documento constituye una versión pública de su original. En consecuencia, se suprimió toda aquella 

información considerada legalmente como confidencial, en virtud de encuadrar en los supuestos normativos 
previstos en el artículo 3 de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y 
en los artículos 3 y 141 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Nuevo León. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

7 
Documento que contiene firma electrónica avanzada, de conformidad con el acuerdo general número 

07/2017 del Pleno del Consejo de la Judicatura del Estado de Nuevo León de fecha 07 de abril de 2017, por 

el que se establecen las reglas para la implementación y uso, así como el inicio de la firma electrónica 

avanzada (fiel) certificada del sistema de administración tributaria en documentos, actuaciones y 

resoluciones judiciales. 
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